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RESUMEN

El siguiente artículo analiza mediante diversos autores de la filosofía contemporánea, el concepto de inclusión como un concepto 
polisémico y problemático que tiene al menos tres nudos conceptuales: el reconocimiento del otro como núcleo básico, la diver-
sidad identitaria que debe ser asumida como proliferación continua de diferencias y la participación como modalidad relacional. 
El análisis se realiza por medio del método de análisis documental de políticas públicas educacionales chilenas del área de la 
inclusión. Se concluye con la importancia de comprender que el concepto es relacional y dinámico, eso debe implicar no solo 
integrar el concepto a las políticas públicas sino necesariamente diseñar con presencia de otros los nuevos modos de relación.
	 Palabras Clave: Inclusión, reconocimiento, identidades, participación.

ABSTRACT

The following article analyzes through various authors of epistemology and philosophy, the concept of inclusion as a polysemic 
and problematic concept that has at least three conceptual knots: the recognition of the other as a basic nucleus, the identity 
diversity that must be assumed as continuous proliferation of differences and participation as a relational modality. The anal-
ysis is contextualized through Chilean educational public policies in the area of inclusion. It concludes with the importance of 
understanding that the concept is relational and dynamic, that must imply not only integrating the concept into public policies 
but necessarily designing with the presence of other new modes of relationship.
	 Key Words: Inclusion, recognition, identities, participation.
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INTRODUCCIÓN
El objetivo de este trabajo es analizar crí-

ticamente el concepto de “inclusión” en el campo 
de la educación y ofrecer algunos principios para 
la mejor comprensión y aplicación del término. La 
relevancia de este trabajo reside en la universalidad 
del concepto “inclusión” en el campo psicológico y 
educativo como un significante abstracto que no se 
problematiza y que, por contrario, aparece como un 
significado de valor irreprochable, o como lo analizó 
Armijo (2018), contradictorio e incompatible en la 
práctica. Se busca deconstruir en el sentido de poner 
en duda la verdad de la palabra, para repensar no 
solo su significado sino las prácticas que de ella, 
como discurso, pueden desprenderse. Asumimos a 
la vez que nos enfrentamos al problema definido por 
Derrida (1981, en Hall, 1996) como de una “doble 
escritura”, donde la palabra inclusión es parte de 
un régimen del que podemos despojarnos pero que 
paradójicamente permite seguir leyendo y, por esta 
razón, analizando. Es decir, no proponemos una 
censura de la palabra sino repensar y alojar en ella 
nuevos significados.

Entonces, por análisis de “Inclusión escolar” 
nos referimos, más que al simple concepto y su 
semántica, al lugar problemático que ocupa en el 
contexto de lo educativo en los últimos años, en el 
particular marco chileno. Nos interesa hacer este 
ejercicio ya que consideramos que lo crítico debe 
relacionarse con los efectos discursivos en prácticas 
contextualizadas (Faiclough y Fairclough, 2021). 
Definiremos como espacio educativo de la inclusión 
en Chile aquellos aspectos políticos que incluyen 
leyes y reglamentos que buscan resolver problemas 
de exclusión, documentos que analizamos concep-
tualmente: Ley de subvención especial o SEP (2008), 
Decreto 170 para Necesidades Educativas Especiales 
(Decreto 170 en adelante) (2010) incluyendo los 
llamados Programas de integración educativa 
(desde ahora PIE) y la Ley de Inclusión (2017) 
(ver Raczynski, 2016; Rojas y Armijo, 2016). Los 
elegimos porque estas normativas, desde distintos 
lugares, han tratado de corregir el problema de la 
exclusión que el sistema educativo de mercado 
había generado. Estas normativas han organizado 
prácticas de no exclusión y de acceso educativo en 
las escuelas chilenas que reciben fondos del Estado.

Como problema de fondo, asumimos que 
el tema de la inclusión escolar en Chile es un as-
pecto contradictorio en el campo de las políticas 
públicas, centrado fundamentalmente en las lógicas 

de déficit individual y el financiamiento mediante 
la subvención individual; y confuso a nivel de la 
comprensión de qué es lo que se incluye. El modelo 
educacional de mercado basado en la competencia 
entre escuelas, con insumos de medición estanda-
rizada que ordenan a los estudiantes como cuerpos 
más o menos afectos a la educación, asegurando 
la posibilidad de que aquellos que estén menos 
propensos al aprendizaje puedan salir del sistema 
y así mejorarlo. A este sistema Sisto (2019) le ha 
llamado “Inclusión a la chilena”, donde el énfasis 
de la forma de gobernar está puesto en la forma de 
entrega de financiamiento, dejando supuestamente 
atrás el modelo pinochetista pero basándose en 
este, incluso afianzándolo por medio de las lla-
madas “subvenciones especiales”. Se asume que 
estamos frente a políticas compensatorias donde 
habría diferentes grupos particulares puestos como 
rareza, como un problema a resolver y un déficit 
que mejorar (Matus et al., 2019). Según las au-
toras esto genera que la diversidad sea entendida 
como un problema en las escuelas que se piensan 
a sí mismas como homogéneas, y agregaríamos, 
como normales. Por ejemplo, desde el 2009, con 
el Decreto 170, se ha tratado de afirmar un proceso 
de inclusión de aquellos sujetos que tenían vedado 
el acceso a una educación de calidad a causa de 
sus “necesidades educativas especiales”. Pero ese 
acceso y su permanencia estaría garantizado por 
una lógica individualista de apoyo al déficit que 
los y las estudiantes presentarían. Esto ha tenido 
variados efectos: el más evidente es que el énfasis 
en los déficits individuales de los sujetos se ha 
traducido en diagnósticos médico-psiquiátricos.

Los problemas mencionados, entre otros, 
nos empujan a repensar el concepto de inclusión, 
tratando en este ejercicio de brindar nuevas coor-
denadas para la comprensión del concepto y la 
reconfiguración de las posibilidades. Para ello 
ofrecemos tres posiciones que abren el concepto 
y lo resitúan y enriquecen, a partir de los trabajos 
de otros autores y autoras que desde diversos ám-
bitos nos permiten recomponer un panorama que 
deconstruye y reconstruye los aspectos básicos de 
la definición de una educación inclusiva. Cada uno 
de ellos es analizado conceptualmente y luego, me-
diante un análisis documental, relacionado con las 
normativas educacionales chilenas actuales, elegidas 
por su relevancia como políticas públicas que han 
tenido efectos en las prácticas educacionales. Así, 
hacemos un análisis crítico situado que finaliza con 
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una breve reflexión de las preguntas que se abren y 
las nuevas posibilidades teórico-conceptuales que 
pueden ayudarnos.

LA INCLUSIÓN COMO 
RECONOCIMIENTO
La filosofía contemporánea pone en práctica 

el valor de reconocimiento que designa una relación 
recíproca ideal entre sujetos, donde cada uno se 
ve como su igual y a la vez diferente de sí (Fraser, 
2008). La discusión que plantea Fraser respecto 
de la falsa antítesis entre redistribución y recono-
cimiento nos parece un buen esquema de análisis 
conceptual, pero también para el diseño y aplicación 
de políticas públicas en el área de la inclusión. 
La discusión pertinente a la justicia redistributiva 
versus el reconocimiento sería una falsa antítesis 
para Nancy Fraser, quien reconoce la existencia de 
una supuesta disputa entre la comprensión de la 
justicia social como una redistribución de carácter 
socioeconómico de capitales o una justicia puesta 
en el reconocimiento de identidades diversas, en 
tanto encarnarían reivindicaciones distintas, asu-
miendo que ambas son diferentes perspectivas que 
se contraponen, que presentan propuestas dispares 
en tanto la redistribución busca cierta coherencia 
óntica entre sujetos para pensar formas de repartición 
de la riqueza justas, mientras que la justicia basada 
en el reconocimiento divide y diversifica un mundo 
comprendido como único y coherente poniendo en 
duda la justicia que provee un buen reparto. Esta 
última perspectiva es aquella que pretende recono-
cer las diferencias y las necesidades nacidas de las 
desigualdades identitarias.

Fraser comenta que estas perspectivas ten-
drían diferencias en la forma en que se entiende 
la injustica y las soluciones a esto. Mientras para 
la justicia redistributiva la solución estaría en “la 
redistribución de los ingresos o de la riqueza, la 
reorganización de la división de trabajo, el cambio 
de la estructura de la propiedad, la democratiza-
ción de los procedimientos mediante los que se 
toman decisiones de inversión o la transformación 
de otras estructuras económicas básicas … En 
el paradigma del reconocimiento, en cambio, la 
solución de la injusticia es el cambio cultural o 
simbólico” (Fraser, 2008, p. 87). Si tomamos una 
perspectiva donde una u otra se impone, la mirada 
del reconocimiento se impone como banal para los 
defensores de la redistribución y la redistribución 
se impone como incompleta para la perspectiva 

del reconocimiento. Fraser nos permite compren-
der que ambas perspectivas no pueden asumirse 
desde una lógica bidimensional en tanto la justicia 
debe garantizar la redistribución de los derechos y 
los ingresos asumiendo que hay una constitución 
fuertemente simbólica en los procesos decisionales 
que pueden ser profundamente androcéntricos o 
europeocéntricos.

El marco redistribución-reconocimiento que 
propone la autora es útil para revisar el trasfondo del 
texto “Índice para la Inclusión” de Booth y Ainscow 
(2002), texto oficial para el tema de inclusión en 
escuelas, editado por UNESCO y de uso masivo 
en el mundo incluyendo Chile. También permite 
hacer un análisis del material con que contamos 
en Chile, esto es, las políticas públicas que han 
hecho el trabajo más insistente en la idea de incluir 
posibles sujetos excluidos o marginados: Ley SEP, 
Decreto 170 y la Ley de Inclusión.

Estas se enmarcarían en un modelo de justicia 
social que se pretendería redistributivo al aumentar 
las subvenciones a grupos de personas con caracte-
rísticas propias que las hacen deficitarias frente al 
aprendizaje como la vulnerabilidad social (el caso 
de la ley SEP) y el déficit individual psiquiátrico 
neurológico o psicopedagógico que propone el 
Decreto 170. Dejando de lado la discusión acerca 
de si la justicia social del modelo de subvenciones 
es tal, podríamos asumirla redistributiva en tanto 
pretende reordenar el acceso a la riqueza a grupos 
que por esa falta de acceso han sido expulsados 
del sistema educativo, siendo esto especialmente 
claro en la Ley SEP que “perfecciona” el modelo 
de subvenciones poniendo como prioritarios a los 
estudiantes con “vulnerabilidad social”. Aun así, es 
una redistribución que se basaría en un reconoci-
miento no legítimo, en tanto es definida la otredad 
por el ente que redistribuye (sin insistir cuán justa 
es esta redistribución asumida) y por el contrario, 
se dibuja un sujeto vulnerable mediante un modelo 
preferentemente técnico como es el “índice de 
vulnerabilidad”. Esta figura técnica, en el caso del 
Decreto 170 para NEE es el diagnóstico médico, 
psiquiátrico y psicopedagógico. Ahora, cuando de-
cimos que hay reconocimiento ideológico, Honneth 
(2006) aborda este cuestionamiento estableciendo 
la diferencia entre un tipo de reconocimiento 
que genera conformidad, caracterizado como un 
reconocimiento falso, de carácter ideológico, y 
otro reconocimiento legítimo, el que se diferencia 
por su alcance moral, pero que resulta difícil y 
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necesario identificar en su particularidad por medio 
de evidencias empíricas. Honneth (2006) plantea 
que los reconocimientos ideológicos no son meras 
coincidencias entre motivaciones legítimas y las 
operaciones de la dominación, sino expresiones 
de fundamentos evaluativos con fines específicos.

Desde esta articulación retórica aparece la 
función “normalizadora” de las ideologías del reco-
nocimiento: atribuciones de identidad, establecida 
ideológicamente, anteriores a las coordinaciones 
intersubjetivas y que restringen la autonomía. Es 
decir, asumir una cualidad positiva en estas condi-
ciones implica la asunción voluntaria de tareas y 
privaciones decididas por otros. Pero estos sistemas 
ideológicos no son una mera persuasión irracional, 
sino que movilizan razones evaluativas con razones 
específicas. De esta forma, la cualidad reconocida 
públicamente genera una relación consigo mismo 
ajustada a la funcionalidad y a la adaptación en 
una condición material normalizadora, para una 
producción de valor, en parámetros establecidos 
por valoraciones previas y dominantes.

Observemos el modelo que han propuesto 
Booth y Ainscow mediante el llamado “Index de 
inclusión escolar”, documento que nace en Gran 
Bretaña y que cuenta con el respaldo de UNESCO, 
que en Chile aparece mencionado en algunos 
documentos oficiales y que suele ser una medida 
reconocida y legitimada en el campo educacional 
para pensar el problema de la exclusión y contar con 
formas de generar “inclusión”. Este es un documento 
de carácter funcional, que entrega lineamientos para 
que la escuela incluya la inclusión, asumiendo que 
el cambio es cultural y político. Cultural en tanto 
es explícito en la necesidad de cambiar discursos y 
prácticas no inclusivas, que pasan por aspectos de 
deconstrucción de elementos excluyentes. También 
es un texto de carácter político en tanto enuncia la 
necesidad de un cambio en las relaciones de poder 
en las escuelas por medio de la participación de la 
comunidad escolar como condición importante para 
la inclusión y característica fundamental –como ve-
remos– de esta. El concepto de inclusión que maneja 
el Index se concibe como un conjunto de procesos 
orientados a eliminar o minimizar las barreras que 
limitan el aprendizaje y la participación de todo el 
alumnado. El Index desde el inicio aclara que es un 
documento guía que no funciona como recetario, 
poniendo como primer marco a las escuelas como 
instituciones culturales; y segundo, la diferencia 
entre “necesidades educativas especiales” (NEE) 

y barreras para la inclusión, donde el énfasis de la 
problemática de la inclusión queda en la escuela, 
tiene como fin el aprendizaje de todos y todas, y 
especialmente, se aborda como un problema social 
y no un déficit individual. Los autores señalan que 
la atención individual de estudiantes no es una 
forma de inclusión:

Cuando las dificultades educativas se atribuyen 
al déficit del alumnado, lo que ocurre es que 
dejan de considerarse las barreras para el 
aprendizaje y la participación que existen 
en todos los niveles de nuestros sistemas 
educativos y se inhiben los cambios en la 
cultura, las políticas y las prácticas educativas 
que minimizarían las dificultades educativas 
de todo el alumnado (Booth y Ainscow, 
2002: 22-23).

Acompañándonos de la perspectiva de 
Fraser, diríamos que el Índex es un texto que trata de 
apoyar aquellos aspectos redistributivos y también 
de reconocimiento, en el sentido de poner énfasis 
en el campo de lo cultural donde se juegan las di-
ferencias. El texto reconoce la diferencia como no 
solo esperable sino como constructiva. Hay algo 
que es tremendamente relevante en el Índex, que 
es la constitución de la escuela como cultura, esto 
a nuestro parecer da la oportunidad a las escuelas 
de reconocerse como el otro del otro, en su propia 
diferencia e identidad.

Observemos ahora las normativas de carácter 
inclusivo como Ley SEP y Decreto 170, que son ante 
todo normativas orientadas al financiamiento de la 
educación mediante subvenciones especiales, una 
para niños con vulnerabilidad social y el otro para 
niños con las llamadas NEE. Desde esta perspectiva 
lo que vemos en una situación no poco común: 
una política que pretende generar justicia en la 
distribución socioeconómica genera otra injusticia, 
la del reconocimiento, en tanto designa un grupo 
como incapaz de aprender en el campo escolar, y 
que de por sí deben ser atendidos especialmente. 
En vez de generar reconocimiento de la identidad 
lo que vemos es más bien apuntalamiento de una 
diferencia que lejos de ser reconocida es instalada 
como un déficit a mejorar y no una característica 
identitaria. En el caso del SEP el tema es la pobreza, 
y efectivamente lo que podemos apreciar en una ley 
es que refuerza la representación de la pobreza como 
deficitaria, idea naturalizada en el marco neoliberal 
de la educación por el propio Friedman. Este autor, 
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en su texto “Public schools, make them private”, de 
1997, se refiere a la inteligencia como una cualidad 
que se reparte en una distribución normal en la 
sociedad, habiendo algunos que tienen menos, por 
tanto, son personas que tienen menos habilidades 
para integrarse al modelo.

Entonces, la inclusión debe pensarse como 
un proceso complejo donde la escuela debe situarse 
como un espacio cultural que es en principio diverso 
y no como un bloque donde el otro es solo aquel con 
déficit. Una cultura inclusiva debe pensarse como 
una cultura diversa en su origen. En Chile este es 
un problema de base a la hora de pensar la inclu-
sión, ya que el modelo educativo aunque se defina 
como descentralizado sigue siendo centralizado 
en tanto tienen un currículo, en la práctica, único; 
que se combina con las pruebas estandarizadas que 
rigidizan cualquier proceso educacional inclusivo.

Otra forma de ver el problema de la escuela 
como cultura no inclusiva aparece cuando se en-
frenta a un problema que sí tensiona las lógicas de 
diversidad de base, que es el caso de las escuelas 
interculturales. Veamos un ejemplo. “Primero que 
todo, la escuela para los mapuches todavía sigue 
siendo un espacio no mapuche, es un espacio 
winka”, dice un profesor en el trabajo de Fuenzalida 
(2014). Es justamente cuando nos enfrentamos a 
una normativa diferente, donde el déficit deja de ser 
el significado a arreglar, y es la “interculturalidad” 
la que está en juego, que la escuela y el modelo 
educativo no tienen un repertorio político que les 
permita acceder a repensarse como espacio de 
inclusión, igualdad y reconocimiento, asumiendo 
su propia identidad, en este caso su identidad 
colonizadora-winka. Cerramos este apartado con 
la propuesta de pensar nuestro propio “Index” de 
inclusión, latinoamericano y chileno, orientado 
a deconstruir nuestras propias falsas creencias 
acerca de lo homogénea que es nuestra escuela, a 
la vez que insistir en el valor de la convivencia de 
la diversidad local.

LA INCLUSIÓN COMO 
PROLIFERACIÓN DE SABERES/
IDENTIDADES
Pensar la inclusión escolar como un término 

único que se define desde las políticas públicas o 
el campo académico sería, evidentemente, de una 
enorme ingenuidad. El término en sí mismo se 
refiere a la existencia de una parte separada de la 
otra, una parte que tiene una relación con otra en 

tanto está fuera de esta. En este apartado queremos 
presentar una matriz para pensar qué se incluye 
cuando se incluye, asumiendo el valor cambiante 
de la diversidad de este falso objeto externo que 
se incluye.

Para ello nos basamos mayormente en el 
trabajo de la educadora e investigadora cualitativa 
Paty Lather, quien escribió en el 2006 un trabajo 
donde analiza lo que ella llama la proliferación de 
paradigmas cualitativos en educación como una 
cosa buena para el campo. Su posición enfrenta 
a las críticas que consideran que el nacimiento de 
diversas posiciones epistemológicas es una señal de 
crecimiento inorgánico y desorganizado del campo 
cualitativo, así como de una especificidad teórica 
innecesaria que tendría por efecto la completa in-
comunicabilidad entre métodos de investigación. 
Por estos paradigmas la autora se refiere al paso 
de carácter histórico, pero no necesariamente lineal 
de paradigmas positivistas a interpretativos, cons-
tructivistas o fenomenológicos, atravesando por los 
paradigmas más críticos que están bajo el paraguas 
marxista, así como los paradigmas feministas, queer 
y participativos que discuten el cómo y especialmente 
el dónde se producen los saberes; para llegar a mo-
delos deconstructivos como el posestructuralismo 
y otras formas posmodernas de acercamientos a las 
realidades. Lather (2006) compara la proliferación 
de paradigmas con la aparición y crecimiento de 
las políticas identitarias de finales del siglo XX. 
Caracteriza ambos crecimientos como necesarios 
y relevantes, y lejos de pensar que implica una 
fragmentación innecesaria del campo cualitativo lo 
considera una característica propia del mismo, que 
permite un posicionamiento crítico hacia nuestros 
problemas y metodologías de investigación. Es “algo 
bueno con lo que pensar”, dice Lather (2006). Este 
trabajo de la autora surge, como ella menciona, 
luego de que en Estados Unidos se discutiera un 
formato metodológico preestablecido para la entrega 
de fondos estatales para la investigación. Pero en 
el contexto actual, cuando el desarrollo teórico y 
metodológico de los modelos cualitativos presenta 
una enorme diversidad, es necesario preguntarse si 
la producción de los conocimientos puede asignarse 
a un grupo o un modelo predefinido. Justamente 
aquellos modelos epistemológicos emergentes como 
por ejemplo, los estudios críticos de la discapaci-
dad, discuten la necesidad de que la producción del 
conocimiento sobre el campo de la discapacidad 
sea desarrollado por personas con discapacidad 
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o al menos por investigadoras que puedan situar 
el problema a realidades determinadas, diversas y 
variables (Goodley et al., 2019).

Por ejemplo, la proliferación de identida-
des sexuales y de género y su consiguiente lugar 
político, genera para algunos grupos la amenaza 
de la supuesta fragmentarización, cuando lo que 
enfrentamos es más bien lo que demuestran los 
principios fundamentales de las epistemologías 
feministas, como las describe Anderson (1995, 
2000), donde el género influye y si no, debería 
influir en nuestras concepciones del conocimiento, 
de los conocedores y de las prácticas de investi-
gación y su justificación. Pero el género debe ser 
comprendido en varios sentidos que especificarían 
los lugares que ocupan en el conocimiento, sus 
producciones en un campo situado entramado 
con relaciones de poder. En palabras de Goodley 
(2016), un campo de estudios no es un simple 
agregado de conocimientos, sino que es más bien 
un “lugar poblado por personas que abogan por 
construir sobre las perspectivas fundamentales de 
los estudios de discapacidad al tiempo que integran 
agendas nuevas y transformadoras asociadas con 
teorías poscoloniales, queer y feministas” (p. 190). 
Por tanto, más que una fragmentarización del cono-
cimiento, lo que enfrentamos es una comprensión 
de los campos de estudios como específicos, pero 
confluyentes en principios generales críticos que 
asumen la distancia sobre el propio campo y a la vez 
proponen una posición política definida y situada.

Las identidades, diversas y cambiantes, en-
tendidas como dice Hall (1996), no esencialistas sino 
estratégicas y posicionales, son parte de la relación 
con una cultura, pero a la vez son productoras de 
cultura, dejan de ser el mero fruto pasivo de una 
forma de vida y en vez de responder al quién somos 
responden mejor a “en qué podríamos convertirnos” 
(Hall, 1996 p. 17). Entonces, esta proliferación de 
identidades conlleva una producción de saberes 
profundamente situado en términos históricos, por 
tanto inestables y fragmentarios, pero distintos a 
aquellos saberes más unitarios y estables más pro-
pios de lógicas modernas poscoloniales de carácter 
globalizante.

Entonces, cuando tratamos de pensar la 
proliferación de las identidades sexo-género y sus 
posibilidades políticas, citando a Gayatri Chakravorty 
Spivak (1998), es posible apreciar que ha permitido 
la comprensión de las identidades móviles pero 
estratégicamente esenciales en ciertos campos 

políticos, y nos empuja a las y los que formamos 
parte de la academia a pensar que estas identidades 
vienen de discusiones que han criticado pero tam-
bién deconstruido las figuras predominantes como 
lo masculino o el Occidente. Pero este, como hace 
notar Lather, es más bien un problema político y 
ya no simplemente categorial.

Para Lather entonces, podría haber un peligro 
en la proliferación de paradigmas, que no sería la 
convivencia, sino que la posibilidad de que estas 
categorías se alineen en modelos tradicionales, es 
decir, que esta proliferación se categorice para un 
análisis que deja de lado la diferencia y ponga los 
distintos elementos bajo un falso y arbitrario carácter 
de categoría común. Que por ejemplo todo aquello 
de apellido crítico o posestructuralista, se amalgame 
sin dar cuenta de sus diversos orígenes y objetivos. 
Lather considera que la divergencia tiene un valor 
político y heurístico mayor que la simplificación 
que producen las estrategias de equivalencia, y en 
ese sentido es que Lather diseña un cuadro donde 
muestra esta diversidad de paradigmas que se or-
ganizan bajo objetivos epistemo-metodológicos, 
demostrando el crecimiento casi exponencial de gran 
diversidad de modalidades que se relacionan unas 
con otras más que por simple linealidad temporal, 
por relaciones de colaboración, pero también por 
quiebres epistémicos y relaciones críticas entre ellas, 
a la manera de Mouffe y Laclau (1985).

Por tanto, la posibilidad de que esta multi-
plicidad de posiciones no sea comunicable no debe 
causar temor, porque justamente la legibilidad ha 
sido la mayor trampa con la que la academia habría 
caído, siendo desde la perspectiva de Lather, no solo 
posible sino necesaria la ilegibilidad, y citando a 
Butler (2002), en “Cuerpos que importan” nos invita 
a salir de inteligibilidad porque la legibilidad nos 
empuja a constituir otro en un afuera constitutivo, 
un otro inenarrable y por tanto, inviable.

Lo que propone Lather en este trabajo es una 
reflexión acerca de la proliferación de paradigmas en 
investigación cualitativa como una buena cosa. Lo 
que propone también es un pequeño modelo gráfico 
de la investigación y cómo se posiciona respecto 
de la otredad. Por ello es crítica con la academia y 
su posible posición hegemónica. Los paradigmas 
del modelo lo que muestran es la discusión de la 
última mitad de siglo en relación con el lugar del 
sujeto investigador/investigado, la discusión perti-
nente a la relación de otredad y la deconstrucción 
de la identidad de la investigadora como sujeto. 
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La separación entre saberes e identidades debe 
pensarse desde otro punto de vista, y asumir más 
bien que las identidades producen saberes y los 
saberes producen identidades y esto tiene evidentes 
efectos en la producción del conocimiento contem-
poráneo. Pensemos esto en cualquier otro campo 
de constitución de saberes y otredades, entre ellos 
por supuesto, la escuela.

Una inclusión basada en la diferencia, y 
peor, políticas públicas pensadas en la inclusión de 
tipos y caracteres, no solo generaría el problema ya 
evidente de la paradoja de la inclusión que termina 
etiquetando a los diferentes. Conlleva al problema 
de la constante exclusión de las nuevas “diferencias” 
o, en otras palabras, la medición de la diferencia 
desde la normalidad que ignora a la diversidad 
como base. Esta perspectiva se transformaría en 
una posibilidad de exclusión infinita tal como la 
proliferación de identidades puede serlo.

Miremos de nuevo un ejemplo de la política 
pública. No es que la pobreza de los niños y sus 
familias, aquella que la Ley SEP busca apoyar, 
sea una pobreza reconocida como culturalmente 
distinta a la escuela y lo que se trate de remediar 
sea una diferencia en relación con algo, sino lo 
que se busca remediar son características de los 
sujetos pobres, características que se esencializan 
en el propio momento en que no hay más factores 
de caracterización para el niño SEP que su nivel 
socioeconómico, una categoría que debe ser definida 
por la ley por medio de indicadores demográficos 
y económicos donde los sujetos supuestamente 
pertenecientes a este grupo no tienen voz. No hay 
voz tampoco para los aspectos simbólicos o cual-
quier otro que los defina identitariamente como un 
grupo excepto su déficit frente al aprendizaje. La 
identidad de “lo pobre” en este caso, figura como 
sutura de una falta (Hall, 1996).

El caso del Decreto 170 presenta otra com-
plejidad, en tanto lo que se busca subsanar es el 
problema de las necesidades educativas especiales, 
cometiendo a nuestro parecer dos errores de entrada: 
el más obvio por medio del estudiante con la NEE, 
el niño-cuerpo, que formaliza en su cuerpo más que 
la necesidad especial de él mismo, la necesidad 
especial de la escuela. Segundo, es que al basarse en 
el diagnóstico biomédico, no se crea una identidad 
posible de reconocimiento sino una categoría que 
no logra ser política en tanto el diagnóstico médico 
en sí mismo no genera identidades que promuevan 
actores que se reconozcan como tales, a menos que 

hayan condiciones especiales en que esto ocurra. Esto 
sería el paso de una categoría médica a una categoría 
política estratégica y posicional, como diría Hall 
(1996), un trecho complejo donde diversos agentes 
tienen lugar, entre ellos, por cierto la academia, o 
por ejemplo, grupos activistas que hacen un giro 
a partir de sus diagnósticos en salud mental como 
personas con el diagnóstico de esquizofrenia en 
“Hearing voices” de Reino Unido (Corstens et al., 
2014) o “Locos por nuestros derechos” en Chile 
(Cea Madrid, 2019).

Que los diagnósticos definidos por el Decreto 
170 se dividan en “permanente”, es decir crónicos, 
y “no permanentes” es muy decidor. Estas cate-
gorías son definidas por Booth y Ainscow en su 
Índex como provenientes del ámbito de la salud, 
y aludido en el mismo texto como “las barreras a 
la participación del alumnado con deficiencias o 
enfermedades crónicas” (p. 8), los mismos autores 
insisten que la cronicidad de ciertas condiciones 
no es un problema que genere dificultades de 
aprendizaje. El caso de las discapacidades, que en 
el Decreto 170 son NEE “permanentes” esto es 
clave: “no todos los estudiantes identificados como 
con discapacidad son también identificados como 
con necesidades educativas especiales o viceversa” 
(p. 9). La “permanencia” de un diagnóstico es uno de 
los elementos más complejos para este análisis, ya 
que es posible ver que el Decreto 170 ha generado 
poco o nada de reflexión respecto del trabajo con 
discapacidades visuales, auditivas o motoras, por 
mencionar algunas, manteniendo, por el contrario, en 
la mayoría de las escuelas una división importante 
entre niños discapacitados que siguen necesitando 
escuelas que generen acceso y permitan ayudas a 
estos niños, poniéndolos en un lugar muy parecido a 
lo que conocíamos antes como “escuelas especiales” 
(Tamayo, Rozas et al., 2018).

LA INCLUSIÓN, ¿O DEBERÍAMOS 
DECIR, LA PARTICIPACIÓN?
A partir de lo anterior, la inclusión debería 

comprenderse como un concepto dinámico y rela-
cional más que unívoco y adjetivador. La inclusión 
sería la descripción de una forma de ordenamiento 
relacional donde tanto el sujeto o los sujetos así 
como el predicado son relevantes. Entonces, las 
formas de la inclusión toman enorme relevancia.

La participación es uno de los significantes 
que configuran la noción de inclusión. Para Booth y 
Ainscow (2006), la participación alude a la calidad 
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de las experiencias que los y las estudiantes tienen 
cuando son parte de la escuela. Se esperaría que 
los estudiantes logren ver incorporados sus puntos 
de vista dentro de su escuela y que se reconozca, 
valore y visibilice su bienestar social y personal.

Es necesario apuntar que la participación 
es uno de los principios rectores de la Convención 
de derechos del niño (Naciones Unidas, 1990). La 
convención ha planteado la necesidad de pasar de 
un enfoque que pone de relevancia a las necesidades 
de los niños, en una lógica de déficit y minoridad, 
a un enfoque de derechos, que ponga a los niños 
como sujetos de derechos inalienables. La educación 
es uno de estos derechos, uno de los principios que 
más se ignora a la hora de enfrentar la diversidad 
en la escuela, esto a pesar de que el enfoque de 
derechos implica obligatoriedad, los derechos no 
son optativos ni un ejercicio de caridad que depende 
de la bondad de quien los ejerce. Tomando dicha 
consideración en torno al reconocimiento del derecho 
de los niños a recibir educación, una apelación al 
lugar posible de la participación al interior de la 
escuela instala una pregunta referente a los modos 
y lógicas desde las cuales los derechos se ejercen 
y garantizan dentro de la escuela.

Por tanto, desde las formas referidas en que 
se estipula la versión oficial de la inclusión, ponderar 
a la participación como una instancia estratégica del 
clivaje inclusivo, permite reorganizar la inclusión más 
allá de aquellas convocatorias, como hemos visto, 
truncadas en la operación diagnóstica o subsidiaria, 
y no siempre alineadas con el horizonte que perfila 
que los estudiantes puedan participar tomando 
lugar en una escuela entendida como repertorio 
de agenciamientos. En definitiva, la participación 
no escatima formas de pensar un espacio que por 
inclusivo también se entiende como común, es decir, 
una escuela que aglutina voluntades articuladas desde 
la diferencia que constituye convivir en un espacio 
por pavimentar entre quienes puedan efectivamente 
disponerse a hacerlo.

De hecho, el atributo de la participación 
legítima enfatiza que los sujetos no solo aparezcan, 
sino que también permanezcan en ese lugar donde 
han sido considerados, ofreciéndoles la posibi-
lidad de considerar como plenamente atendible 
su especificidad. Pero esto es posible que ocurra 
cuando haya plena sintonía con la relación que el 
proceso inclusivo establece entre culturas, prácticas 
y políticas (Booth y Ainscow, 2006). Desde esta 
perspectiva, la dimensión participativa se vincula 

al reconocimiento y a la generación de condiciones 
de acceso y permanencia. Es decir, participar no 
es aparecer en alguna situación específica, sino 
más bien se constituye como un modo de estar, de 
perseverar y de ser tomado en consideración.

Las políticas educacionales inclusivas no 
consideran necesariamente la participación del “sujeto 
incluido” de las actividades más que en un sentido 
instrumental y pasivo: el niño con diagnóstico va a 
las sesiones del grupo diferencial, el profesor hace 
cambios en el currículum para mejorar la participa-
ción de ese niño en aula. En este sentido, una de las 
formas que la participación adquiere en las políticas 
educativas inclusivas es a partir de una definición 
que pasa por formar parte, de una manera más o 
menos nebulosa, más que ser agente de cambio de la 
propia experiencia. Echeita y Sandoval (2002) dan 
cuenta de esto, aludiendo a la participación de las 
partes implicadas en ciertas actividades educativas 
generales, tomando en cuenta la exclusión que la 
institucionalidad de por sí genera.

A propósito de la legitimidad y el reconoci-
miento que promueve la definición de participación, 
es posible ver que la Política Nacional de Educación 
Especial (MINEDUC, 2005), previa a SEP y a PIE, 
se ajusta con precisión a la aspiración de que todos 
los estudiantes “reciban los beneficios de compartir 
el proceso de aprendizaje en un ambiente diverso”. 
Es posible reconocer en esta frase una postura que 
define a la inclusión como un objeto que se recibe y 
no uno que se constituye en las prácticas escolares.

Desde esta perspectiva, la noción de par-
ticipación esbozada en algunos documentos de la 
política educacional –derivados en mayor o menor 
medida de la noción propuesta y perfeccionada 
por el Index de Booth y Ainscow– suelen limitar 
también el campo de la participación, y es común 
que no remitan al componente de reconocimiento 
local de la comunalidad que ahí se inscribe. Es 
ahí donde puede ser posible que sus miembros, en 
palabras de Esposito (2003), se comprometan en 
un ejercicio de donación recíproca, como parece 
ser cuando se suscriben voluntades colaborativas 
en virtud de un espacio común y disponible para 
habilitar identidades estratégicamente situacionales.

En otras palabras, la acepción que reivindica 
esta noción de participación que apuntala el proceso 
inclusivo, comporta, además de un elemento signi-
ficativo de reconocimiento, uno que contextualiza 
la pretensión de participación. Pensando en quienes 
ocupan y comparten un determinado espacio, al 
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entenderlos a partir de una suerte de compromiso 
mutuo que no ha podido ser enfatizado como tal, 
por razones que sobrepasan a este análisis pero 
que deben ser analizados y revisados para repensar 
propuestas y estrategias que asuman este aspecto 
de comunalidad que requiere y sugiere esta consi-
deración de la participación.

CONCLUSIONES
Podemos sintetizar nuestra posición como 

el reconocimiento del otro como núcleo básico 
para movilizar procesos inclusivos, la diversidad 
identitaria asumida como proliferación continua 
de diferencia, donde no hay criterios de diferencia 
preestablecidos a menos que asuman esa posibili-
dad de crecimiento exponencial, y finalmente, la 
participación como modalidad relacional escolar.

Desde ahí pensamos en nuevas preguntas 
¿Es posible pensar la inclusión como un concepto 
a aplicar en el modelo educativo imperante? ¿Es 
posible adjetivar nuestras prácticas pedagógicas 
como inclusivas sin repensar las formas de hacer 
pedagogía? Nuestra posición es que cuando se trata 
de comprender el concepto de inclusión es necesario 
movilizar las prácticas asociadas.

Como ya fue analizado, más que incluir o 
ser incluido, se deben pensar las estrategias para 

la convivencia en la diferencia, donde el orden de 
quién decide a quién y cómo se incluye, deje de 
ser definido por la creencia de que hay un espacio 
neutral de inclusión. Por el contrario, el nudo epis-
témico de la inclusión se encuentra en el cómo se 
desarma este rol de los decididores y se establece 
otra forma de hacer las cosas. Por cierto, esto im-
plica temores casi atávicos a la aparición del otro, 
a la participación en igualdad de condiciones, y 
a todo lo que pueda ser la desarticulación de un 
orden preestablecido.

A partir de esta reflexión epistemológica, 
nos parece que es posible visualizar una nueva 
configuración del concepto inclusión, una que 
conlleve la otredad y sus prácticas como fondo y 
forma de un nuevo hacer. Las propuestas existentes 
acerca de ética de los cuidados desarrollados desde 
Gilligan (1982) en adelante, la perspectiva de la 
vulnerabilidad y la dependencia de los sujetos que 
ha trabajado Butler (2009) en los últimos años, 
así como comprender que una educación inclusiva 
es una educación “emancipada” en el sentido en 
que autores relevantes para la pedagogía contem-
poránea, Paulo Freire (2005) y Jacques Ranciere 
(2010) han propuesto, nos parecen interesantes 
puertos conceptuales para seguir recalando en 
este análisis.
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